LEGISLATURA  DEL  ESTADO

EXPOSICION  DE  MOTIVOS

DICTAMEN DE INICIATIVA PRESENTADA POR LOS DIPUTADOS; SALVADOR COSIO GAONA,  PEDRO RUIZ HIGUERA Y FRANCISCO JAVIER HIDALGO Y COSTILLA HERNANDEZ, INTEGRANTES DE LA  LVII  LEGISLATURA.

CON FECHAS:   SEPTIEMBRE DEL 2004,  22 DE AGOSTO DEL
2005 Y23 DE AGOSTO DEL 2005,           RESPECTIVAMENTE.

DECRETO:     21456.
LA  CONSTITUCION  POLITICA

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

H. CONGRESO DEL ESTADO DE JALISCO
P R E S E N T E:

A la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, les fueron turnadas por acuerdo de la Asamblea, para su estudio y dictamen, diversas iniciativas de decreto que reforman la Ley Orgánica del Poder Judicial, para lo cual se hacen las siguientes:
CONSIDERACIONES


I.-  Que con fundamento en lo dispuesto por el artículo 28, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, es facultad de los diputados, presentar iniciativas de ley y decreto.


II.- Que le corresponde a la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, el conocimiento, estudio y dictamen, respectivamente, de los asuntos relativos a leyes del Estado en cuanto a la Constitucionalidad, contravención a otras normas legales, técnica legislativa, congruencia interna y la corrección del estilo, entre otros asuntos; por así disponerlo los artículos 90 y 97 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, respectivamente.

III.-  Que la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, le fueron turnadas las iniciativas presentadas en legislaturas anteriores que reforman la Constitución y que no habían sido dictaminadas, de las cuales las siguientes pretenden reformar al Consejo General del Poder Judicial; de igual forma se dictaminan en el presente documento diversas iniciativas presentadas en la actual legislatura, destacando de su exposición de motivos los siguientes argumentos.


a). Iniciativa de reforma de la Constitución Política del Estado de Jalisco, mediante la cual se abroga la figura del Consejo General del Poder Judicial de esta Entidad, presentada por el entonces Diputado Félix Flores Gómez y rechazada mediante acuerdo 372/06 de fecha 26 de agosto del 2004. no obstante, se hacen las siguientes consideraciones respecto de la misma:
“El Consejo General es una invasión del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo, en las funciones específicas del Poder Judicial, esto es, constituye una intromisión y violación al principio de autonomía, independencia y respeto, que debe existir entre  los poderes que constituyen el gobierno del Estado, al crear en contra del consenso  y oposición popular, un organismo que debilita y a la vez absorbe  casi todas las funciones que tenía el Pleno del Supremo  Tribunal de Justicia, en su carácter de Órgano Supremo del Poder Judicial, designándole por conducto del Congreso del Estado, seis de sus siete miembros, no obstante que su función es administrativa, por lo que su designación debería corresponder al propio Poder Judicial.


Con lo anterior, se pone de manifiesto lo poco ortodoxo que resultó la creación de un Organismo como el que se viene haciendo referencia, siendo conveniente dejar sentado que si el Poder Judicial del Estado de Jalisco, es competente para impartir y administrar justicia a los gobernados, lógicamente esa administración debe empezar por si mismo; no debe de ponerse en tela de juicio la capacidad de Honorable Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado para administrarse a si mismo, pues ello sería como suponer que desde luego va en contra de la correcta interpretación de lo que implica la administración propiamente dicha.

Como de todos nosotros es conocido, es presupuesto que la federación asigna a nuestro Estado, es ya de por si insuficiente para cubrir todos los rangos y siendo la impartición de justicia una de las tareas más nobles y difíciles de cumplir, con la creación del Consejo, en lugar de procurar mejores sueldos a los servidores judiciales para con ello lograrles una vida decorosa de acuerdo a su encargo y por ende, mejor ánimo para el cumplimiento de sus obligaciones, el Estado se ve en la necesidad de dividir lo que sería un solo presupuesto para el Poder Judicial integral, en partidas en las que se incluye el presupuesto del Consejo General; teniéndose que cubrir sueldos al doble (mínimo) de personas, que los que se cubrían antes de la creación de este órgano y quienes con menor personal desempeñaban el trabajo que ahora realizan el Supremo Tribunal de Justicia y el Consejo General”.

b).  Iniciativa de decreto que reforma el segundo párrafo del artículo 56 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, presentada por el entonces diputado Roberto Mendoza Cárdenas, con fecha 11 de diciembre del 2003.

“En los términos del artículo 56 de nuestra Constitución Política Estatal, además de señalar a quien corresponde el ejercicio del poder judicial, su párrafo segundo señala textualmente lo siguiente:  La representación del poder judicial recae en el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, el cual será electo de entre sus miembros por el  pleno. El presidente desempeñará su función por un periodo de dos años y no podrá ser reelecto para el periodo 

inmediato.

Este plazo de tiempo limita llevar programas que mejoren la calidad en la impartición de la justicia, que estimulen el desarrollo de los propios empleados del poder judicial y sobre todo que cumpla con las exigencias de la ciudadanía en tener una justicia, pronta, rápida, expedita y gratuita.

En ese sentido el titular de dicho poder se encuentra en un plano de desigualdad con los titulares de otros poderes, ya que, por mandato de ley, los diputados locales, presidentes municipales, regidores y síndicos, duran en su encargo tres años.

Esta inequidad de tiempo, contraviene el principio de igualdad entre los poderes del Estado, ya que estos deben tener una relación paritaria y de esa igualdad uno de sus reflejos prácticos corresponde al tiempo constitucional de la presidencia, que en este caso y con la intención de fortalecer la multicitada igualdad de poderes, debe ser el mismo plazo, es decir tres años, como ocurre con las otras representaciones constitucionales”.

c).  Iniciativa de Ley presentada el 23 de septiembre del 2004 por el Dip. Salvador Cosio, para reformar diversos artículos de la Constitución Política del Estado de Jalisco.

“Así pues y con el objeto de fortalecer el estado de derecho y las atribuciones del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado, se propone que las atribuciones que hasta ahora desempeña el Consejo General del Poder Judicial quedarán a cargo del Supremo Tribunal de Justicia”.


d). Iniciativa de ley que reforma el artículo 64 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, presentada el 23 de agosto del 2005 por el Diputado Pedro Ruiz Higuera.


“La garantía de los derechos y la separación de poderes, plasmadas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aseguran a la sociedad, la vigencia de un régimen constitucional, republicano, representativo, democrático y federal.  la división de poderes obliga a compartir la responsabilidad de gobernar, amplía los horizontes de la participación social y construye los contrapesos que hacen que un gobierno no esté expuesto a decisiones unipersonales.

Cuando este orden se vulnera, como en los días de la otrora de Jalisco, en que la independencia en las decisiones jurisdiccionales del Poder Judicial, se veían amenazadas por la intromisión del Poder Ejecutivo, como preponderante, los resultados eran desastrosos.  Y más allá de esa división de poderes, la intromisión de las instancias superiores del Poder Judicial sobre las instancias inferiores del mismo, representaba una amenaza para la independencia y autonomía del funcionamiento de la justicia.  El costo de esta situación lo pagaron los ciudadanos: no contaron con una representación genuina en las instancias encargadas de elaborar y aplicar las leyes; siendo víctimas permanentes del despojo de sus más elementales derechos, que le eran entregados al influyente.
Esta situación se explica por la existencia histórica en el pasado, de un grupo que generó que las decisiones de justicia se tomaran en forma centralizada y vertical, a partir de la voluntad de los depositarios del Poder Judicial; explicable, además, por la existencia de un endeble sistema orgánico para l actividad administrativa y jurisdiccional, que facilitó al Supremo Tribunal de Justicia en el Estado, la integración de las dos actividades más elementales de dicho poder en una sola de sus partes.
La autonomía y, por ende, la fortaleza del poder judicial, han estado plasmadas históricamente en la norma, pero no han tenido vigencia real.  La influencia del Supremo Tribunal de Justicia en el funcionamiento del poder judicial y, lo más grave, en sus decisiones, ha representado una violación al principio de legalidad y autonomía en las decisiones de sus juzgadores.
Los innumerables problemas que presentó la forma de administrar e impartir justicia en Jalisco, fueron desde el desequilibrio político, que cristalizó en la falta de independencia del poder judicial, que entre otras cosas se manifestó en la imposición, por parte del ejecutivo, de los nombramientos de jueces, magistrados y del propio presidente del Supremo Tribunal de Justicia, hasta la falta de recursos para hacer frente, de manera eficiente y honesta, a las demandas de la población.  Cualquier régimen de derecho que se precie de serlo debe garantizar no sólo la existencia de leyes, sino también de instituciones que procuren un eficaz y expedito acceso a la justicia.

El descontento de la sociedad respecto al funcionamiento y la actuación de los órganos encargados de resolver las controversias legales, tienen una razón más que justificada.

El sistema que prevaleció durante décadas requirió de una transformación, en donde un poder legislativo, como lo fue en Jalisco en 1997, elaborara y aprobara, en el marco de su reforma política, leyes a la medida de los intereses y las necesidades de la población: precisando de un Supremo Tribunal de Justicia dedicado a las labores propias de la práctica jurisdiccional y dejando a la función administrativa, de vigilancia y responsabilidad, en manos de un Consejo General del Poder Judicial.

“II.  En la actualidad, diversos sectores interesados en la actividad judicial o jurisdiccional en el Estado, se han expresado en el sentido de un cambio al interior del Consejo General del Poder Judicial del Estado de Jalisco, cuyo centro propositito estriba en la disminución del número de integrantes frente a su estructura y funcionamiento interno, buscando, favorecer el gasto e inversión en la planta laboral y creación de más juzgados.
Dichas propuestas, en mi opinión, carecen de un sentido técnico funcional, que garanticen la independencia judicial, por omitir el planteamiento de estrategias que plasmen los escenarios que presentaría el poder judicial frente a dichos cambios.
Es preciso señalar que la idea de Independencia Judicial, se vincula estrechamente con la idea de Estado de Derecho, como uno de sus elementos esenciales.  En consecuencia, es precisamente de esta idea de donde el concepto independencia judicial extrae su significado más amplio siendo éste el que la impartición de justicia no debe estar supeditada a los órganos del poder político.
Pero la idea de independencia judicial, en atención a esa complejidad de la que hablamos, implica una doble concepción.  Por una parte, la independencia funcional, que refiere a la concepción valorativa de la independencia judicial y, por la otra, la independencia como garantía.
La primera de las acepciones se refiere a una regla básica de cualquier ordenamiento, en virtud de la cual el juez, en el ejercicio de su función, debe estar sometido únicamente a la legalidad, es decir, al sistema de fuentes del derecho vigentes en el sistema jurídico al que pertenece.  Por el contrario, la independencia judicial, entendida como garantía, es un conjunto de mecanismos tendientes a salvaguardar y realizar ese valor, incluso, a través de principios distintos al de la independencia.
Algunos autores afirman incluso que es esta la independencia judicial en sentido estricto.
En el marco de la doctrina, se distinguen tres subespecies dentro de la categoría de la independencia judicial como garantía.  Estas son:

1.  La independencia personal, que consiste en el conjunto de características derivadas de la situación en que la Constitución coloca al juez individualmente considerado y que protegen a este de eventuales presiones ejercidas por los otros dos poderes políticos del Estado (Legislativo y Ejecutivo)

2. La independencia colectiva, que tiene que ver con la protección a la judicatura en su conjunto frente a los demás poderes del Estado;  y

3. La independencia interna, que ampara al juez, en su individualidad, frente al resto de la estructura judicial.

Este concepto: de independencia como garantía, no puede ser entendido sino a la luz de los rasgos definitorios que el ordenamiento jurídico en particular le otorga y que tienen que ver con otros factores como la forma de gobierno y el modelo global de organización judicial. 

En Jalisco, existen asignaturas pendientes.  De manera particular, podríamos decir que el tema del presupuesto del Poder Judicial y de la reestructuración de su Consejo General, juegan un papel importante para el fortalecimiento de su autonomía e independencia judicial.
Ninguna de estas garantías de independencia personal sería suficiente si no se contara con un sistema adecuado de responsabilidades, como el que representa el Consejo General del Poder Judicial, que hiciera compatibles los conceptos de inamovilidad e inmunidad.  La independencia personal del juez no puede apoyarse de ninguna manera sobre la irresponsabilidad; pero resulta complicado compatibilizar responsabilidad e independencia..
Así, la verdadera cuestión en términos de independencia judicial radica en que el órgano encargado de exigir esa responsabilidad, debe ser el Consejo General del Poder Judicial y no el Supremo Tribunal de Justicia, como era antes de la reforma de 1997 en nuestro Estado. 

A este respecto, señala el artículo 64 de la Constitución del Estado que “La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial, con excepción del Supremo Tribunal de Justicia, del Tribunal de lo Administrativo y del Tribunal Electoral, estarán a cargo del Consejo General en los términos que establezcan las leyes, con base en esta Constitución”.  De tal forma que, desde 1997, existe en Jalisco un órgano especializado que se encarga de proveer lo necesario para el debido funcionamiento de los órganos jurisdiccionales estatales y de cubrir los aspectos de vigilancia y disciplina de los mismos.

“Es por esto que la propuesta radica, principalmente en dos aspectos; el primero de ellos es en fortalecer al Poder Judicial en su Presupuesto anual y el segundo es reestructurar el Consejo General del Poder Judicial, de tal manera que permita la viabilidad de su función, garantizando el cumplimiento de su objeto e independencia de la vida jurisdiccional de los juzgados y tribunales que lo integran, con la participación privilegiada de miembros de la sociedad jalisciense en su integración, para lo cual se sugiere reducir de siete a cinco el número de sus miembros, de los cuales tres Consejeros serán Ciudadanos y dos deberán surgir del propio Poder Judicial, para quedar de la siguiente manera:  uno que deberá ser el Magistrado que para tal efecto nombre el Supremo Tribunal de Justicia en el Estado en Pleno, por mayoría calificada de dos terceras partes de los magistrados presentes en la sesión, pudiendo recaer dicha encomienda en el Magistrado Presidente Supremo Tribunal y otro que se elegirá por el Congreso del Estado de entre los Jueces de Primera Instancia, como hasta la fecha se viene realizando”.

“De este forma se sugiere que la Presidencia del Consejo General del Poder Judicial sea rotatoria de entre los miembros del Pleno, privilegiando la independencia directiva y administrativa entre las instancias, en atención a su naturaleza”.
“III.- Que el Proyecto que se somete a la consideración de esa Soberanía contiene nuevas estructuras administrativas tendientes a mejorar la organización y el despacho de las actividades y asuntos encomendados al Poder Judicial del Estado, para dar eficacia a su función principal que es la de impartir justicia, bajo los principios de que sea ágil, pronta y expedita y además para evitar posibles rezagos en el trámite de los diversos asuntos que son a su cargo”.

e). Iniciativa de decreto que reforma el artículo 56 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, presentada por el Dip. Francisco Javier Hidalgo y Costilla Hernández con fecha 23 de agosto del 2005.


“La representación a los poderes del Estado: Ejecutivo, Legislativo y Judicial, recae en aquellas personas que a través del sufragio hecho efectivo en elecciones libres, auténticas y democráticas, han obtenido la mayoría de los votos, para los dos primeros, por parte de la sociedad y para el Poder Judicial, proveniente de los magistrados que integran el Supremo Tribunal de Justicia”.


“Es menester señalar, que anteriormente la Presidencia del Supremo Tribunal de Justicia, la ocupaba una persona ajena a la propia Institución misma que era designada por el representante del Poder Ejecutivo”.


“Atendiendo a la configuración de un nuevo contexto social del Estado, en el cual predominada la exigencia de transparentar los procesos democráticos y fortalecer la independencia del Poder Judicial, las anteriores Legislaturas realizaron adecuaciones necesarias a la normatividad aplicable a esta materia, en el sentido de que se eligiera al Presidente del Supremo Tribunal de Justicia de entre los propios magistrados que lo integran”.

“En esta dinámica legislativa, también se consideró necesario establecer a sólo dos años el periodo de duración en el cargo de Presidente, sin posibilidad de reelegirse para el periodo inmediato”.


“En estas condiciones, cuando el presidente del Supremo Tribunal de Justicia adquiere experiencia bastante para enfrentar tan alto y responsable cargo, ya otro magistrado fue electo para ocupar el lugar y nuevamente dará inicio el proceso de aprendizaje de dicha función, por que se extingue la posibilidad de que continúe en el cargo la persona que ya cuenta con pleno conocimiento, pericia y experiencia”.

“Al respecto se debe considerar que la misión del Poder Judicial es prioritaria para el debido desarrollo de nuestra entidad. Contar con un Poder Judicial consolidado, que cumpla con los objetivos de la administración de justicia en el Estado y así lograr el mantenimiento de la armonía y de la paz social, con la aplicación equitativa de la ley como respuesta a los requerimientos de justicia de la comunidad jalisciense, es trabajo y compromiso en el cual debemos estar involucrados todos los niveles de gobierno”.


“Por tales motivos, se pone a consideración de este Honorable Congreso, conceder la posibilidad de que el magistrado que ocupe el cargo de Presidente del Supremo Tribunal de Justicia pueda ser reelecto para el periodo  inmediato, ya que la ampliación de dos a cuatro  años, permitiría dar continuidad a los programas de trabajo que han sido fijados y se obtengan óptimos resultados en beneficio de los usuarios del servio de justicia”.


IV.- Una vez estudiados los puntos que integran las iniciativas en comento, esta Comisión proponen lo siguiente: 


La tendencia sin lugar a dudas, es a fortalecer el Poder Judicial. Múltiples iniciativas buscan asegurar que los distintos órganos que integran este poder cumplan con el principio constitucional de impartir una justicia, pronta, completa, oportuna y gratuita.

Así, estamos consientes que, en la medida en que este órgano de poder cumpla con sus funciones, se estará consolidando el Estado de Derecho. 


A fin de consolidar la representación del Poder Judicial, misma que recae en el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, proponemos establecer que aquel, desempeñará su función por un periodo de tres años. Con esto, se busca afianzar la presidencia del Supremo Tribunal y establecer las bases para que bajo la misma, y en un periodo más amplio, se apliquen de manera plena, los principios que en materia de justicia se establecen en la Ley. 

La comisión que suscribe considera conveniente cambiar el nombre de Consejo General del Poder Judicial, al de Consejo de Judicatura, ya que dicho nombre es más acorde la función que realiza y estamos acordes con lo establecido en la constitución federal en las demás entidades federativas. 


Respecto a la existencia del Consejo de la Judicatura, consideramos que, para lograr una mayor eficiencia y eficacia en el desempeño de sus funciones, efectivamente requiere una reforma de fondo, lo cual implica por tanto, dejar de lado su desaparición.


Acorde a esto, proponemos una integración más sencilla, el Consejo se integrará por cinco consejeros de los cuales uno será el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y cuatro consejeros de los  cuales, uno se elegirá de entre los jueces inamovibles que tengan más de cuatro años en la judicatura y los otros tres serán de origen ciudadano que no hayan desempeñado un cargo anterior a cuatro años dentro de la carrera judicial. En ese sentido, la propuesta es la siguiente: 


Artículo 64…….

El Consejo de la Judicatura estará integrado con cinco miembros, de los cuales uno será el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, quien lo presidirá, y cuatro consejeros de los cuales, uno se elegirá de entre los jueces inamovibles que tengan más de cuatro años en la judicatura y los otros tres serán de origen ciudadano que no hubieren desempeñado un cargo años dentro de la carrera judicial durante los 4 (cuatro) años anteriores.  La elección será por cuando menos las dos terceras partes de los diputados presentes del Congreso del Estado, a propuesta de los grupos parlamentarios, previa convocatoria a la sociedad.  En caso de no obtener la votación calificada luego de tres rondas de votación, ocupará el cargo la persona que hubiere obtenido el mayor número de votos.

Sin lugar a dudas, las instituciones también van madurando.  Las presentes reformas se dirigen a consolidar el trabajo que realiza el Consejo de la Judicatura, a la par de adecuarlo a los principios que como hemos venido señalando a lo largo del presente dictamen, son necesarios para modernizar el texto constitución. 
Que una vez analizada esta iniciativa por los suscritos integrantes de la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos sometemos a la elevada consideración de ustedes, ciudadanos diputados, el siguiente proyecto de: DICTAMEN DE DECRETO QUE REFORMA DIVERSOS ARTICULOS DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO.
LA COMISION DE PUNTOS CONSTITUCIONALES,
ESTUDIOS LEGISLATIVOS Y REGLAMENTOS

DIP. PEDRO RUIZ HIGUERA
DIP. RICARDO RIOS 



DIP. LUIS ALEJANDRO 
BOJORQUEZ




RODRIGUEZ.

DIP. ALFREDO ARQUELLES


DIP. BENITO MANUEL

BASAVE.




VILLAGOMEZ RODRIGUEZ

DIP. FRANCISCO JAVIER HIDALGO

DIP. JOSE MARIA MARTINEZ

Y COSTILLA HERNANDEZ


MARTINEZ
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